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SÍNTESIS 

 

Demanda de amparo. ****** **** ** ******, ******** *******, *********** ** ***** ******** 

(*.*.*.*.*.) promovió juicio de amparo indirecto en contra del Congreso de la Unión, 

la Presidencia de la República, la Presidencia de la Comisión Nacional para la 

Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (CONDUSEF), y de 

la Directora de Sanciones a Entidades Financieras de la CONDUSEF, en el ámbito 

de sus respectivas competencias, por la discusión, aprobación, expedición, 

promulgación y orden de publicación del artículo 41 de la Ley para la Transparencia 

y Ordenamiento de los Servicios Financieros (LTOSF), por la elaboración y 

expedición del artículo 124 de la Disposición en Materia de Registros ante la 

CONDUSEF (DMRCONDUSEF), publicada en el Diario Oficial de la Federación 

(DOF) el catorce de octubre de dos mil veintidós, así como por las resoluciones 

mediante las cuales se impusieron dos multas, por la cantidad de $20,748 pesos 

(veinte mil setecientos cuarenta y ocho pesos 00/100 M.N.) cada una, por omisión 

de rendir el informe correspondiente al segundo y tercer mes de dos mil veintitrés, 

relativo a las quejas relacionadas con la gestión de los despachos de cobranza con 

los que contrata. 

 

Sentencia de amparo indirecto. El juzgado de distrito al que correspondió conocer 

del asunto dictó sentencia mediante la cual determinó, por una parte, negar el 

amparo respecto del artículo 41 de la LTOSF y el diverso 124 de la 

DMRCONDUSEF, y por otra, conceder el amparo a la parte quejosa por las multas 

impuestas. 
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El juzgado de distrito consideró que el sistema normativo reclamado respeta el 

principio de tipicidad de las sanciones administrativas, toda vez que disponen de 

forma clara la conducta punible y la sanción correspondiente. 

 

Recursos de revisión. Inconforme, ****** **** ** ******, *.*.*.*.*. interpuso recurso 

de revisión, en el que reclamó el estudio parcial del planteamiento de 

inconstitucionalidad realizado en contra de los artículos 41 de la LTOSF y 124 de la 

DMRCONDUSEF, así como la omisión de realizar un control difuso de los artículos 

24 a 31 de la LTOSF y 180 de la DMRCONDUSEF. 

 

Por su parte, la Presidencia y la Directora de Sanciones a Entidades Financieras, 

ambos de la CONDUSEF interpusieron recurso de revisión, mediante el cual 

combatieron la concesión de amparo respecto de las multas impuestas, pues a su 

consideración la parte quejosa incumplió con sus obligaciones.  

 

Recurso de revisión adhesivo. La Presidencia de la República interpuso recurso 

de revisión adhesiva, en el que sostuvo que las consideraciones desarrolladas por 

la persona juzgadora de distrito habían sido correctas en relación con la 

constitucionalidad de las normas impugnadas.  

 

Resolución del tribunal colegiado. El tribunal colegiado del conocimiento dictó 

resolución en la que determinó enviar los autos del amparo en revisión a esta 

Suprema Corte de Justica de la Nación (SCJN), al considerar que subsistía un tema 

de constitucionalidad respecto del cual no existen precedentes.  
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fundados, podría obtener un mayor 

beneficio consistente en que se le 

inapliquen los sistemas normativos en 

el futuro. 

 

La posibilidad de emitir un 

pronunciamiento que resuelva de 

manera íntegra y congruente lo 

reclamado, es independiente del 

hecho de que la parte quejosa no 

hubieran señalado expresamente 

otras disposiciones en su demanda, 

pues lo contrario implicaría una 

violación al derecho fundamental de 

administración de justicia completa. 
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SEGUNDO. La Justicia de la Unión 

no ampara ni protege a la parte 

quejosa contra del sistema normativo 

compuesto por el artículo 41 de la Ley 

de Transparencia y Ordenamiento de 

los Servicios Financieros y los 

numerales 118, 124 y 131 de la 

Disposición en Materia de Registros 
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Ordenamiento de los Servicios 

Financieros y el numeral 180 de la 

Disposición en Materia de Registros 

ante la Comisión  Nacional para la 

Protección y Defensa de los Usuarios 

de Servicios Financieros. 

 

TERCERO. Se declara sin materia la 

revisión adhesiva.  

 

CUARTO.  Se reserva jurisdicción al 

Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, 

para los efectos precisados en esta 

resolución.  
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Ciudad de México. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión 

correspondiente al ***** de ***** de dos mil veintiséis, emite la siguiente: 

 

SENTENCIA 

 

Mediante la cual se resuelve el amparo en revisión 323/2025 interpuesto en contra 

de la sentencia terminada de engrosar el catorce de marzo de dos mil veinticinco en 

el juicio de amparo indirecto 532/2024 del índice del Juzgado Décimo Quinto de 

Distrito en Materia Administrativa de la Ciudad de México. 

 

El problema jurídico por resolver en el Pleno de la SCJN consiste en determinar la 

regularidad constitucional de los artículos 41 de la LTOSF, en relación con los 

numerales 118, 124 y 131 de la DMRCONDUSEF, así como los diversos artículos 

24, 25, 26, 27, 28, 29, 30 y 31, de la mencionada ley y el numeral 180 de la 

disposición citada, ambos como sistemas normativos. 

 

ANTECEDENTES 

 

1. Demanda de amparo. ****** **** ** ******, *.*.*.*.*. promovió juicio de amparo 

indirecto contra el Congreso de la Unión, la Presidencia de la República, la 

Presidencia y la Directora de Sanciones a Entidades Financieras, ambos de la 

CONDUSEF, en el ámbito de sus respectivas competencias, por la discusión, 

aprobación, expedición, promulgación y orden de publicación del artículo 41 de la 

LTOSF, por la elaboración y expedición del artículo 124 de la DMRCONDUSEF, 

publicada en el DOF el catorce de octubre de dos mil veintidós, así como por las 
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resoluciones mediante las cuales se impusieron dos multas, por la cantidad de 

$20,748 pesos (veinte mil setecientos cuarenta y ocho pesos 00/100 M.N.) cada 

una, por omisión de rendir el informe correspondiente al segundo y tercer mes de 

dos mil veintitrés, relativo a las quejas relacionadas con la gestión de los despachos 

de cobranza con los que contrata.  

 

2. La promovente hizo valer esencialmente los conceptos de violación siguientes: 

 

• Primero. Los artículos 41 de la LTOSF y 124 de la DMRCONDUSEF, como 

un sistema normativo, carecen de previsibilidad y claridad en cuanto al 

alcance de la obligación de rendir un informe de quejas relacionadas con la 

gestión de los despachos de cobranza, toda vez que omiten especificar si es 

exigible para entidades financieras que cuentan o no con despachos de 

cobranza. Por lo tanto, vulneran el principio de legalidad en sus vertientes de 

reserva de ley y tipicidad. 

 

• Es cierto que la CONDUSEF está en aptitud de supervisar y exigir 

información relativa a quejas, cobranza y despachos de cobranza. Sin 

embargo, la exigencia de estos informes a entidades financieras que no 

cuentan con despachos de cobranza en nada abona a la protección de los 

usuarios, ya que no conocen de este tipo de reclamos, es decir, están 

imposibilitadas materialmente para rendirlos.  

 

• Segundo. La interpretación y aplicación del sistema normativo reclamado 

vulnera los principios de legalidad y del debido proceso, ya que la sanción 

pecuniaria por presunto incumplimiento de obligaciones es inaplicable para 

las entidades financieras que no tienen relación jurídica con despachos de 

cobranza. 

 

• El artículo 131 de la DMRCONDUSEF expresamente excluye de presentar 

el informe de quejas a las entidades financieras que no cuenten con 

despachos de cobranza, pues les impone la obligación de informar mediante 

el Registro de Despachos de Cobranza (REDECO) que no cuentan con este 

tipo de despachos.  

 

• Tercero. Los artículos 24 a 31 de la LTOSF y el diverso artículo 180 de las 

DMRCONDUSEF vulneran los principios de legalidad y seguridad jurídica, 

puesto que omiten prever la temporalidad para el ejercicio de facultades 

sancionatorias de la autoridad y el plazo para emitir la resolución 

correspondiente que culmine el procedimiento administrativo sancionador. 

 

• El artículo 24 de la LTOFS establece el plazo de cinco años para la extinción 

de las facultades sancionatorias de la CONDUSEF, sin embargo, dicho plazo 

se interrumpe con el inicio del procedimiento administrativo respectivo, sin 

que exista un límite temporal para dictar resolución, por lo tanto, ante la 

posibilidad de que la autoridad incurra en arbitrariedades, solicitó el control 

difuso del sistema normativo. 

 

• Cuarto. Las resoluciones mediante las cuales se impusieron las multas 

reclamadas vulneran el principio de legalidad, toda vez el sistema normativo 
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fue interpretado y aplicado de forma sobre inclusiva, a 

pesar de que la parte actora no contó con un despacho 

de cobranza, lo cual impacto tanto en la valoración 

probatoria cómo en la congruencia de la resolución. 

 

• Quinto. Las multas impuestas vulneran el 

principio de proporcionalidad de las penas, ya que la 

autoridad omitió valorar los elementos para una correcta 

individualización.  

 

3. Trámite en el juzgado de distrito. De la demanda correspondió conocer por 

razón de turno al Juzgado Décimo Quinto de Distrito en Materia Administrativa de 

la Ciudad de México, órgano jurisdiccional que, mediante acuerdo de veintidós de 

marzo de dos mil veinticuatro, registró el asunto bajo el expediente del juicio de 

amparo indirecto 532/2024. 

 

4. Sentencia de amparo indirecto. El Juzgado Décimo Quinto de Distrito en 

Materia Administrativa de la Ciudad de México, seguidos los trámites conducentes, 

celebró la audiencia constitucional correspondiente y emitió sentencia terminada de 

engrosar el catorce de marzo de dos mil veinticinco, mediante la cual determinó, por 

una parte, negar el amparo respecto del artículo 41 de la LTOSF y el diverso 124 

de la DMRCONDUSEF, y por otra, conceder el amparo a la parte quejosa por las 

multas impuestas. 

 

5. El efecto de la concesión consistió en dejar insubsistentes las resoluciones 

mediante las cuales se impusieron las multas reclamadas, en el entendido de que 

la autoridad responsable deberá abstenerse de solicitar a la quejosa la remisión del 

informe al que se refiere el artículo 124 de la DMRCONDUSEF, mientras se 

mantenga vigente el aviso de actualización del REDECO, relativo a que la parte 

quejosa no cuenta con gestión de cobranza por despachos; o bien, hasta en tanto 

la autoridad competente determine lo contrario, previo procedimiento que respete el 

principio de legalidad. 

 

6. Por una parte, el juzgado de distrito, al realizar el estudio de constitucionalidad, 

negó el amparo por las razones siguientes:  

 

➢ El principio de tipicidad en derecho administrativo sancionatorio tiene la 

finalidad de que la ciudadanía tenga pleno conocimiento de las conductas 

que pueden ser reprochadas por la autoridad y garantizar que las penas no 

sean impuestas a capricho de las autoridades, por lo tanto, las leyes deben 

establecer con claridad tanto las infracciones, como las sanciones. 

 

➢ El artículo 124 de la DMRCONDUSEF establece la conducta punible ––

infracción––, pues prevé que las entidades financieras deben rendir un 

informe de las quejas que conozcan, capten, reciban y/o atiendan 

directamente relacionadas con la gestión de los despachos de cobranza, a 

través del REDECO, durante los primeros cinco días hábiles del mes 

siguiente al mes que se reporta. Mientras que, el artículo 41 de la LTOSF 

dispone que la sanción consiste en una multa a las entidades citadas que 

infrinjan la propia ley o cualquier disposición de carácter general que la 
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CONDUSEF expida. En consecuencia, el sistema normativo reclamado 

respeta el principio de tipicidad de las sanciones administrativas. 

 

7. Por otra parte, el juzgado de distrito, al estudiar los planteamientos de legalidad, 

concedió el amparo por las razones siguientes:  

 

➢ La obligación prevista en el artículo 124 de la DMRCONDUSEFsolamente es 

vinculante para aquellas entidades que usen los servicios de los despachos 

de cobranza para la gestión de su cartera, o bien, de aquéllos que en algún 

momento los contraten, pues en caso de no contar con dichos despachos 

deberán ingresar al REDECO para informar dicha situación y obtener su alta, 

conforme a lo establecido en los artículos 118 y 131 de la citada disposición. 

 

➢ En el caso, la parte quejosa avisó el tres de marzo y tres de abril de dos mil 

veintitrés, a través del REDECO, que no tenía gestión de cobranza con un 

despacho, por lo tanto, no tenía la obligación de presentar un informe de 

quejas por prácticas de despachos de cobranza en los meses de febrero y 

marzo del año citado, incluso cumplió con la obligación de presentar la 

información del mes inmediato anterior dentro de los primeros cinco días 

hábiles establecido en el artículo 12 de la DMRCONDUSEF. En 

consecuencia, resultó procedente conceder el amparo en contra de las 

multas reclamadas. 

 

➢ Finalmente, resulta innecesario analizar el resto de los conceptos de 

violación, toda vez que la parte quejosa no obtendría mayores beneficios. 

 

8. Recursos de revisión. Inconforme con lo anterior, la parte quejosa interpuso 

recurso de revisión, en el que medularmente hizo valer los agravios siguientes:  

 

• El tribunal colegiado realizó un estudio de constitucionalidad parcial. Si 

bien, determinó que los artículos 41 de la LTOSF y 124 de la 

DMRCONDUSEF, como un sistema normativo respetan el principio de 

tipicidad, toda vez que establecen la conducta punible y su consecuencia, lo 

cierto es que, en el primer concepto de violación se reclamó la vulneración a 

los principios de reserva de ley y de tipicidad, bajo el argumento de que el 

sistema normativo reclamado carece de claridad en cuanto al alcance que 

tiene la obligación de rendir un informe de quejas relacionadas con la gestión 

de los despachos de cobranza para las entidades financieras que no cuentan 

con dichos despachos.  

 

• El tribunal colegiado omitió realizar un control difuso de los artículos 24 

a 31 de la LTOSF y 180 de la DMRCONDUSEF, pues no analizó el tercer 

concepto de violación respecto a que el ejercicio de facultades de la 

CONDUSEF vulnera los principios de legalidad y seguridad jurídica por la 

omisión de prever un plazo cierto para la emisión de la resolución que 

culmine el procedimiento y, en su caso, imponga sanciones 

correspondientes.  

 

• Sustentó su argumento en la tesis aislada 1a.LIII/2021 (10a.) emitida por la 

Primera Sala de rubro: “TRANSPARENCIA Y ORDENAMIENTO DE LOS 
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SERVICIOS FINANCIEROS. LOS ARTÍCULOS 24, 25, 

26, 27, 28, 29, 30 Y 31 DE LA LEY RELATIVA, AL NO 

PREVER UN PLAZO PARA QUE LA COMISIÓN 

NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE 

LOS USUSARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS 

(CONDUSEF) DICTE RESOLUCIÓN EN EL 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

SANCIONADOR, VIOLA EL PRINCIPIO DE 

SEGURIDAD JURÍDICA”.1 

 

9. Del mismo modo, la Directora Contenciosa, en representación del Presidente y 

de la Directora de Sanciones a Entidades Financieras, todos de la CONDUSEF, 

interpuso recurso de revisión bajo los agravios siguientes:  

 

• El artículo 124 de la DMRCONDUSEF es aplicable a la parte quejosa, toda 

vez que en el procedimiento sancionador quedó acreditado que la entidad 

financiera omitió rendir el informe de quejas relacionadas con la gestión de 

despachos de cobranza. Además, en caso de no contar con quejas, debió 

informarlo a través del REDECO.  

 

• La LTOSF y la DMRCONDUSEF establecen la obligación de presentar el 

informe de quejas sin exceptuar a alguna entidad financiera por su 

naturaleza. Por ende, la entidad financiera quejosa debe rendir el informe 

mensual correspondiente con independencia de que cuente o no con 

despachos de cobranza. 

 

• La naturaleza jurídica de la parte quejosa consiste en una institución de 

banca múltiple, por lo tanto, tiene las obligaciones de concretar su alta en el 

REDECO y de rendir el informe correspondiente a las quejas presentadas 

por los usuarios de servicios financieros conforme a lo dispuesto en los 

artículos 116 y 124 de la DMRCONDUSEF. Por lo tanto, resultó incorrecto 

que el juzgado de distrito determinara la imposibilidad jurídica para sancionar 

a la parte quejosa. 

 

10. Trámite ante el tribunal colegiado de circuito. De los recursos correspondió 

conocer al Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 

órgano jurisdiccional que, mediante acuerdo de catorce de mayo de dos mil 

veinticinco, lo registró bajo el expediente amparo en revisión 385/2025 y lo admitió 

a trámite. 

 

11. Recurso de revisión adhesivo. La Presidencia de la República, por conducto 

de la Procuraduría Fiscal Federal de Amparos, interpuso recurso de revisión 

adhesiva bajo los argumentos siguientes: 

 

• El artículo 41 de la LTOSF respeta el principio de tipicidad, toda vez que 

determina un límite mínimo y máximo para la imposición de la multa, es decir, 

impide la actuación excesiva de la autoridad, además, los artículos 24 a 31 

de la LTOSF establecen el procedimiento administrativo sancionador que 

 
1 Registro digital: 2024018, Instancia: Primera Sala, Undécima Época, Materia(s): Civil, Constitucional, Tesis: 1a. LIII/2021 
(10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 9, enero de 2022, Tomo II, página 1036, Tipo: Aislada 
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debe seguir la CONDUSEF previo a la imposición de sanciones. Por lo tanto, 

debe confirmarse la sentencia recurrida. 

 

• Los artículos 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30 y 31 de la LTOSF respetan el principio 

de seguridad jurídica, toda vez que contemplan el procedimiento 

administrativo sancionador que se debe llevar a cabo. Si bien, omiten prever 

el plazo para emitir la resolución con la cual culmine el procedimiento, lo 

cierto es que dicha omisión es suplida con la aplicación de la caducidad 

establecida en el artículo 24 de la citada ley, es decir, que en el plazo de 

cinco años se extingue la facultad de la autoridad fiscal para imponer 

sanciones. Por lo tanto, debe negarse el amparo. 

 

12. Admisión del recurso adhesivo. El Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, mediante acuerdo de nueve de junio de dos mil 

veinticinco, admitió a trámite el recurso de revisión adhesivo. 

 

13. Resolución del tribunal colegiado de circuito. En sesión de dieciocho de junio 

de dos mil veinticinco, el órgano jurisdiccional dictó resolución en la que determinó 

remitir los autos a la SCJN bajo las consideraciones siguientes:  

 

➢ El tribunal colegiado carece de competencia legal para conocer el recurso de 

revisión respecto de la constitucionalidad del artículo 41 de la LTOSF y el 

diverso 124 de la DMRCONDUSEF, como sistema normativo, puesto que no 

se advierte la existencia de un precedente o jurisprudencia de la SCJN en la 

que analice el respeto o no del principio de tipicidad. 

 

➢ Por otra parte, se dejan a salvo las facultades del tribunal colegiado para 

emitir pronunciamiento relativo a la omisión de realizar control difuso de la 

constitucionalidad de los artículos 24 a 31 de la LTOSF y 180 de la 

DMRCONDUSEF. 

 

14. Trámite ante esta SCJN. La entonces Ministra Presidenta de esta SCJN, 

mediante acuerdo de catorce de julio de dos mil veinticinco, ordenó asumir 

competencia originaria para conocer de los recursos de revisión principales y 

adhesivo, a los que correspondió el expediente 323/2025 y admitió a trámite el 

recurso de revisión. Asimismo, reservó el turno hasta la conformación de la nueva 

integración de esta SCJN y se determinara lo conducente.  

 

15. Pedimento ministerial. La entonces Ministra Presidenta de esta SCJN, 

mediante acuerdo de diecinueve de agosto de dos mil veinticinco, tuvo por 

realizadas las manifestaciones de la representación social y dispuso que se 

tomarían en cuenta al resolver el asunto. Dicho pedimento expuso que debe 

confirmarse la sentencia recurrida y negar el amparo respecto de los artículos 41 de 

la LTOSF y 124 de la DMRCONDUSEF pues, a su consideración, son 

constitucionales.  

 

16. Turno. El Ministro Presidente de esta SCJN, mediante acuerdo de dos de 

septiembre de dos veinticinco, instruyó su turno a la Ministra Lenia Batres 

Guadarrama.  
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17. Publicación de proyecto. El proyecto de sentencia 

fue publicado de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 18 del Reglamento de Sesiones de la SCJN y 

de integración de las listas de asuntos con proyecto de 

resolución,2 publicado en el DOF el cuatro de 

septiembre de dos mil veinticinco. 

 

I. COMPETENCIA 

 

18. El Pleno de la SCJN es competente para conocer y resolver este recurso de 

revisión con fundamento en lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, inciso a, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM);3 83, párrafo 

primero de la Ley de Amparo;4 16, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

de la Federación (LOPJF);5 así como de conformidad con lo previsto en el punto 

segundo, fracción VIII, inciso a,6 del Acuerdo General 2/2025 (12a), publicado en el 

DOF el diecinueve de septiembre de dos mil veinticinco, por tratarse de un amparo 

en revisión interpuesto en contra de una sentencia dictada por un juzgado de distrito 

en un juicio de amparo indirecto en el que se reclamó la constitucionalidad de 

normas generales respecto de las que no existe jurisprudencia. 

 

II. OPORTUNIDAD  

 

19. El Pleno de la SCN considera innecesario pronunciarse sobre la oportunidad en 

la presentación de los recursos de revisión principales y adhesivo, en virtud de que 

el tribunal colegiado de circuito del conocimiento atendió esos aspectos en el punto 

considerativo segundo de su ejecutoria.  

 

 

 

 

 
2 Artículo 18. Publicación de los proyectos. Los proyectos de resolución se publicarán al difundirse la lista respectiva. Para 

ello, la ponencia que corresponda deberá generar una versión pública de los proyectos y la remitirá junto con éstos a la 
Secretaría General de Acuerdos para su ingreso al sistema digital.  
3Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia 
electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: 
(…) 
VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo las Juezas y los Jueces de Distrito o los Tribunales Colegiados de 
Apelación procede revisión. De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia: 
a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo normas generales por estimarlas directamente violatorias de 
esta Constitución, subsista en el recurso el problema de constitucionalidad. 
(…) 
4Artículo 83. Es competente la Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer del recurso de revisión contra las 
sentencias dictadas en la audiencia constitucional, cuando habiéndose impugnado normas generales por estimarlas 
inconstitucionales, o cuando en la sentencia se establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución y 
subsista en el recurso el problema de constitucionalidad. 
(…) 
5Artículo 16. 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá:  (…) 
III. Del recurso de revisión contra sentencias pronunciadas en la audiencia constitucional por los Juzgados de Distrito o los 
Tribunales Colegiados de Apelación, cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo normas generales por 
estimarlas directamente violatorias de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; subsista en el recurso el 
problema de constitucionalidad; 
(…) 
6 SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conservará para 
su resolución: 
(…) 
VIII. Los amparos en revisión: 
a) Tramitados en la vía indirecta, en los que, subsistiendo la materia de constitucionalidad de leyes federales, tratados 
internacionales, o la interpretación directa de algún precepto constitucional o convencional, no exista precedente, conforme 
al artículo 107, fracción VIII de la Constitución General, y 
… 
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III. LEGITIMACIÓN 

 

20. El Tribunal Pleno de la SCJN considera que ****** ******* ********** *******, en su 

carácter de autorizado en términos amplios conforme al artículo 12 de la Ley de 

Amparo,7 cuenta con la legitimación necesaria para interponer el recurso de 

revisión, toda vez que dicho carácter se les reconoció en el juicio de amparo 

indirecto 532/2024.8 

 

21. Por otra parte, **** ***** ******* ******* en su carácter de Directora Contenciosa 

de la CONDUSEF, en representación del Presidente y de la Directora de Sanciones 

a Entidades Financieras, ambos de la comisión citada cuenta con la legitimación 

necesaria para interponer el recurso de revisión, de conformidad con lo establecido 

en los artículos 3o., 4o., 11, 16, 26, fracción I, y 28 de la Ley de Protección y Defensa 

al Usuario de Servicios Financieros (LPDUSF);9 los artículos 3o., fracción V, 4o., 

fracción I, numeral 2, inciso a, 15, fracción XIV, y 20, fracciones II y III, del Estatuto 

Orgánico de la CONDUSEF,10 publicado en el DOF el quince de julio de dos mil 

diecinueve, así como el artículo 9, primer párrafo, de la Ley de Amparo.11 

 
7Artículo 12. La persona quejosa y la tercera interesada podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier 
persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, 
alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la 
defensa de los derechos de la persona autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en una o un tercero. 
(…) 
8Acuerdo de veintidós de marzo de dos mil veinticuatro, dictado en el juicio de amparo indirecto 532/2024. 
9 Artículo 3o.- Esta Ley es de orden público, interés social y de observancia en toda la República, de conformidad con los 

términos y condiciones que la misma establece. Los derechos que otorga la presente Ley son irrenunciables.  
Artículo 4o.- La protección y defensa de los derechos e intereses de los Usuarios, estará a cargo de un organismo público 
descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios, denominado Comisión Nacional para la Protección y Defensa 
de los Usuarios de Servicios Financieros, con domicilio en el Distrito Federal. 
La protección y defensa que esta Ley encomienda a la Comisión Nacional, tiene como objetivo prioritario procurar la equidad 
en las relaciones entre los Usuarios y las Instituciones Financieras, otorgando a los primeros elementos para fortalecer la 
seguridad jurídica en las operaciones que realicen y en las relaciones que establezcan con las segundas. 
Artículo 11.- La Comisión Nacional está facultada para: (…). 
Artículo 16.- La Comisión Nacional contará con una Junta de Gobierno, así como con un Presidente, a quienes corresponderá 
su dirección y administración, en el ámbito de las facultades que la presente Ley les confiere. 
Artículo 26.- Corresponde al Presidente de la Comisión Nacional: 
I. La representación legal de la Comisión Nacional y el ejercicio de sus facultades, sin perjuicio de las que esta Ley u otras 
Leyes confiere a la Junta; 
(…). 
Artículo 28.- El Presidente, para el cumplimiento de las facultades que esta Ley y demás disposiciones le atribuyen, será 
auxiliado por los funcionarios que determine el Estatuto Orgánico. 
10 Artículo 3.- Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Comisión Nacional contará con los siguientes órganos 

y unidades administrativas: 
(…) 
V. Direcciones 
(…) 
Artículo 4.- Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Comisión Nacional contará con un Presidente, el cual en 
ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 26 de la Ley, delega en los titulares de las siguientes Unidades 
Administrativas las atribuciones señaladas en dicho artículo, con excepción de las establecidas en el artículo 27 de la misma 
Ley, de acuerdo a la adscripción que se indica:  
I. Vicepresidencia Jurídica:  
2. Dirección General de Servicios Legales: 
a) Dirección Contenciosa, 
Artículo 15.- Los Directores Generales contarán con las siguientes atribuciones:  
(…) 
XIV. Las demás que, en el ámbito de sus respectivas competencias, se deriven de las disposiciones aplicables o les sean 
atribuidas o delegadas. 
(…) 
Artículo 20.- Corresponde a la Dirección Contenciosa el ejercicio de las siguientes atribuciones: 
(…) 
II. Tener a su cargo la representación legal de la Comisión Nacional y de las autoridades centrales para intervenir en los 
procedimientos judiciales, administrativos o laborales en los que éstas sean parte o puedan resultar afectadas, ejecutando 
las acciones y oponiendo excepciones y defensas, así como interponer los recursos que procedan y, en su caso, desistirse 
de éstos; 
III. Representar a la Comisión Nacional en los juicios de amparo e intervenir en éstos cuando el organismo tenga el carácter 
de tercero perjudicado, elaborar los informes previos y justificados, así como interponer los recursos correspondientes y 
proveer el cumplimiento de las ejecutorias; 
11 Artículo 9o. Las autoridades responsables podrán ser representadas o sustituidas para todos los trámites en el juicio de 
amparo en los términos de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables. En todo caso podrán por medio de oficio 
acreditar personas delegadas que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen, hagan 
promociones e interpongan recursos. 
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22. Finalmente, ***** ******* ********, Directora General 

de Amparos contra Actos Administrativos, en suplencia 

por ausencia del Director General de Amparos Contra 

Leyes, en representación del Subprocurador Fiscal 

Federal de Amparo de la Procuraduría Fiscal Federal de 

Amparo y, éste a su vez, de la Presidencia de la 

República cuenta con la legitimación necesaria para 

interponer el recurso de revisión adhesiva conforme a lo 

dispuesto en los artículos 9o., segundo párrafo, de la Ley de Amparo;12 artículo 

tercero, fracción VI, numeral 48, del Acuerdo General por el que se establecen las 

reglas a que se sujetará la representación de la Presidenta de los Estados Unidos 

Mexicanos, en todos los trámites previstos en la Ley de Amparo, Reglamentaria de 

los artículos 103 y 107 de la CPEUM,13 publicado en el DOF el veinticinco de marzo 

de dos mil diecinueve; así como los artículos 4o., primer párrafo, Apartado D, 

fracción II, incisos a, y b, 28, fracción III, y 50, séptimo párrafo, del Reglamento 

Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público vigente.14 

 

IV. PROCEDENCIA 

 

23. Este Pleno de la SCJN no advierte de manera oficiosa la actualización de alguna 

causa de improcedencia o motivo de sobreseimiento, por lo que el presente asunto 

amerita el estudio de fondo correspondiente.  

 

 

 
12 Artículo 9o.  
(…) 
La persona titular de la Presidencia de la República será representada en los términos que se señalen en el acuerdo general 
que expida y se publique en el Diario Oficial de la Federación. Dicha representación podrá recaer en la propia Consejera o 
Consejero Jurídico o en las secretarias o los secretarios de estado a quienes en cada caso corresponda el asunto, en términos 
de las leyes orgánicas y reglamentos aplicables. Los reglamentos interiores correspondientes señalarán las unidades 
administrativas en las que recaerá la citada representación. En el citado acuerdo general se señalará el mecanismo necesario 
para determinar la representación en los casos no previstos por los mismos.  
13 ARTÍCULO TERCERO. Se otorga la representación del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en todos los trámites 
establecidos en la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos a los Secretarios de Estado, cuando en el juicio de amparo se reclame alguna de las leyes, reglamentos, normas 
generales o actos siguientes: 
(…) 
VI. Al Secretario de Hacienda y Crédito Público: 
(…) 
48. Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros; 
14 Artículo 4.- La Secretaría, para el despacho de los asuntos de su competencia, contará con las unidades administrativas y 
órganos administrativos desconcentrados siguientes: 
(…) 
D. Procuraduría Fiscal de la Federación:  
(…) 
II. Subprocuraduría Fiscal Federal de Amparos: 
(…) 
a) Dirección General de Amparos contra Leyes: 
(…) 
b) Dirección General de Amparos contra Actos Administrativos: 
Artículo 28.- La Subprocuraduría Fiscal Federal de Amparos tiene las atribuciones siguientes:  
(…) 
III. Representar a la persona titular del Ejecutivo Federal en los juicios de amparo respecto de aquellos asuntos que 
correspondan a la Secretaría, en términos de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
Artículo 50.- La persona titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público será suplida en sus ausencias por las personas 
titulares de la Subsecretaría de Hacienda y Crédito Público, de Ingresos, de Egresos, de la Procuraduría Fiscal de la 
Federación, de la Subprocuraduría Fiscal Federal de Amparos, de la Subprocuraduría Fiscal Federal de Legislación y 
Consulta, de la Subprocuraduría Fiscal Federal de Asuntos Financieros, de la Subprocuraduría Fiscal Federal de 
Investigaciones, de la Unidad de Coordinación con Entidades Federativas o de la Unidad de Administración y Finanzas, en el 
orden indicado. 
(…) 
Las personas titulares de las subprocuradurías Fiscal Federal de Amparos y Fiscal Federal de Investigaciones serán suplidas 
en sus ausencias por las personas titulares de las direcciones generales y coordinaciones que de ellas dependan, en el orden 
que aparecen citados en el artículo 4 de este reglamento. 
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V. CONSIDERACIONES PREVIAS 

 

24. Previo al estudio de fondo del presente recurso resulta conveniente señalar que, 

a pesar de que la parte quejosa hubiera obtenido la concesión del amparo contra el 

acto de aplicación de las normas por una cuestión de legalidad, conserva su interés 

en el recurso para que se analice su constitucionalidad, toda vez que, en caso de 

resultar inconstitucionales los sistemas normativos que impugna, podría obtener un 

mayor beneficio consistente en que éstos le fueran inaplicables en el futuro.15  

 

25. Lo anterior, tiene como finalidad privilegiar el derecho reconocido en el artículo 

17 de la CPEUM, consistente en garantizar el acceso real, completo y efectivo a la 

administración de justicia, es decir, que en los diversos asuntos que se sometan al 

conocimiento de los órganos de control constitucional se analicen de manera 

preferente aquellas cuestiones que pudieren generar un mayor beneficio jurídico. 

 

26. Por otra parte, es importante explicar lo que debe entenderse por sistema 

normativo, así como el alcance que tiene su estudio en atención al problema jurídico 

subsistente, puesto que, de la lectura de la demanda de amparo, así como del 

recurso de revisión interpuesto por la parte quejosa se advierten argumentos 

encaminados a cuestionar la constitucionalidad de dos sistemas normativos. 

 

27. Un sistema normativo debe entenderse como el conjunto de normas que tienen 

una relación directa entre sí, casi indisociable en cuanto a la materia, tema, objeto, 

causa, principio o fuente, de ahí que no pueda integrarse o abarcar normas que sólo 

hacen una mera referencia, mención o correlación con otras.16 

 

28. La función de un sistema normativo es establecer correlaciones deductivas entre 

reglas, casos y soluciones. Las propiedades estructurales de los sistemas 

normativos son la completitud, la independencia y la coherencia. Por lo tanto, un 

sistema normativo es un conjunto de reglas, valores y principios, coherentes entre 

sí, que interactúan y rigen determinados supuestos, cuyos alcances dependen del 

conjunto. 

 

29. La extinta Segunda Sala estableció que, cuando el tema esencial de la litis 

vincula necesariamente el examen de otras disposiciones legales, en virtud de la 

íntima relación o dependencia que existe entre éstas, por constituir un sistema 

normativo, el estudio de constitucionalidad debe comprender las normas 

relacionadas estrechamente dentro del sistema de que se trate.17 

 

30. La posibilidad de emitir un pronunciamiento que resuelva de manera íntegra y 

congruente lo reclamado es independiente del hecho de que la parte quejosa no 

 
15 Datos de localización: Tesis: 2a./J. 191/2008. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. 
Tomo XXIX, enero de 2009, página 567. Registro digital: 168228. De rubro: “AMPARO CONTRA LEYES. CUANDO SE 
CONCEDE LA PROTECCIÓN FEDERAL RESPECTO DEL ACTO DE APLICACIÓN, PERO NO EN RELACIÓN CON LA 
LEY IMPUGNADA, EL QUEJOSO CONSERVA SU INTERÉS JURÍDICO PARA RECLAMAR EN LA REVISIÓN QUE SE 
DECLARE SU INCONSTITUCIONALIDAD, PUES AL ABORDARSE EL ESTUDIO CORRESPONDIENTE PODRÍA 
OBTENER MAYORES BENEFICIOS”. 
16 Datos de localización: Tesis: 2a./J. 100/2008. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. 
Tomo XXVII, junio de 2008, página 400. Registro digital: 169558. De rubro: “AMPARO CONTRA LEYES. PARA 
IMPUGNARLAS COMO SISTEMA NORMATIVO ES NECESARIO QUE CONSTITUYAN UNA VERDADERA UNIDAD”. 
17 Datos de localización: Tesis: 2a./J. 91/2018 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima 
Época. Libro 58, septiembre de 2018, Tomo I, página 938. Registro digital: 2017869. De rubro: “AMPARO CONTRA LEYES. 
EL JUZGADOR FEDERAL ESTÁ FACULTADO PARA INTRODUCIR EN SU SENTENCIA EL ANÁLISIS DE NORMAS QUE 
NO FORMARON PARTE DE LA LITIS, SIEMPRE Y CUANDO ESTÉN ESTRECHAMENTE RELACIONADAS CON LA 
MATERIA DE LA IMPUGNACIÓN, POR CONSTITUIR UN SISTEMA NORMATIVO”. 
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hubieran señalado expresamente otras disposiciones 

en el escrito de demanda, pues lo contrario implicaría 

una violación al derecho fundamental de administración 

de justicia completa.  

 

31. Lo anterior, no implica que la persona juzgadora 

pueda variar la litis al introducir al estudio normas –no 

reclamadas– que no correspondan con la pretensión 

fundamental de la parte quejosa o que no estén vigentes al momento de la 

presentación de su demanda, ya que la materia de la impugnación es lo que permite 

sostener la existencia de una conexión entre diversas disposiciones legales al 

contener elementos normativos que se complementan entre sí.  

 

VI. ESTUDIO DE FONDO 

 

32. Fijación de la litis. El problema jurídico que este Pleno de la SCJN debe 

resolver consiste en determinar si son constitucionales los sistemas normativos 

compuestos por (I) el artículo 41 de la LTOSF y los numerales 118, 124 y 131 de la 

DMRCONDUSEF, así como por (II) los artículos 24 a 31 de la LTOSF y el numeral 

180 de la DMRCONDUSEF. 

 

33. No pasa inadvertido que el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Primer Circuito ordenó remitir a esta SCJN los autos del amparo en revisión 

385/2025 de su índice, únicamente respecto del sistema normativo compuesto por 

los artículos 41 de la LTOSF y 124 de la DMRCONDUSEF, debido a la falta de 

precedente o jurisprudencia que analice su contenido en atención al principio de 

legalidad, sin embargo, este Tribunal Pleno advierte que los artículos 118 y 131 de 

la DMRCONDUSEF regulan aspectos relacionados con las obligaciones que tienen 

las entidades financieras que cuentan o no con despachos de cobranza, de ahí su 

relevancia para entender el sistema normativo combatido.  

 

34. Por otra parte, si bien se observa que, respecto del diverso sistema normativo 

impugnado, integrado por los artículos 24 a 31 de la LTOSF, el tribunal colegiado 

del conocimiento dejó a salvo sus facultades para emitir pronunciamiento en 

atención a la existencia del criterio contenido en la tesis aislada 1a.LIII/2021 (10a.) 

emitida por la extinta Primera Sala de la SCJN,18 este Tribunal Pleno advierte que 

dicho sistema no ha sido analizado en relación con lo dispuesto en el numeral 180 

de la DMRCONDUSEF, por lo que esta nueva integración considera necesario 

realizar un estudio integral y sistemático, que de manera exhaustiva y coherente 

examine en lo particular el caso que se presenta. Por lo tanto, el presente estudio 

de fondo abordará ambos temas. 

 

I. Sistema normativo compuesto por el artículo 41 de la LTOSF y los 

numerales 118, 124 y 131 de la DMRCONDUSEF en relación con los 

principios de tipicidad y reserva de ley. 

 

 
18 Datos de localización: Tesis aislada: 1a. LIII/2021 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima 
Época. Libro 9, enero de 2022, Tomo II, página 1036. Registro digital: 2024018. De rubro: “TRANSPARENCIA Y 
ORDENAMIENTO DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS. LOS ARTÍCULOS 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30 Y 31 DE LA LEY 
RELATIVA, AL NO PREVER UN PLAZO PARA QUE LA COMISIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA 
DE LOS USUSARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS (CONDUSEF) DICTE RESOLUCIÓN EN EL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.” 
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35. El agravio de la parte quejosa y recurrente relativo a que el juzgado de distrito 

no estudió de forma exhaustiva el planteamiento hecho valer en la demanda de 

amparo resulta cierto, no obstante, es infundado por las razones que se exponen 

a continuación. 

 

36. El primer concepto de violación expuesto en la demanda de amparo estuvo 

encaminado a combatir el sistema normativo conformado por los artículos 41 de la 

LTOSF y 124 de la DMRCONDUSEF. En él, se expuso que dicho sistema vulnera 

los principios de tipicidad y reserva de ley, puesto que, a su consideración, carece 

de previsibilidad y claridad en cuanto al alcance de la obligación de rendir un informe 

de quejas relacionadas con la gestión de los despachos de cobranza, toda vez que 

omiten especificar si es exigible para entidades financieras que cuentan o no con 

despachos de cobranza.  

 

37. Por su parte, el juzgado de distrito explicó que el principio de tipicidad en derecho 

administrativo sancionatorio implica que las leyes deben establecer con claridad las 

infracciones y sanciones, pues tiene la finalidad de que la ciudadanía conozca 

plenamente las conductas que pueden ser reprochadas por la autoridad. 

Posteriormente, determinó que el sistema normativo impugnado respeta el principio 

de tipicidad, ya que, por una parte, establece la conducta punible ––infracción–– 

consiste en que las entidades financieras deben rendir el informe de quejas 

relacionadas con la gestión de despachos de cobranza, a través del REDECO, 

durante los primeros cinco días hábiles del mes siguiente al mes que se reporta y, 

por otra parte, dispone que la sanción será aplicable a las entidades citadas que 

infrinjan la propia ley o las disposiciones de carácter general que la CONDUSEF 

expida. 

 

38. De lo anterior se advierte que, efectivamente, el juzgado de distrito realizó un 

estudio parcial, puesto que omitió analizar la vulneración al principio de reserva de 

ley, así como el argumento relativo a si la obligación de rendir el informe de quejas 

relacionadas con la gestión de los despachos de cobranza es exigible para todas 

las entidades financieras o, si bien, excluye a aquéllas que no cuenten con este tipo 

de despachos, de ahí que su agravio encuentre sustento. 

 

39. Ahora bien, a efecto de analizar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del 

sistema normativo reclamado, resulta conveniente exponer que esta SCJN ha sido 

consistente al referir que es válido acudir, de manera prudente y con las 

modulaciones respectivas, a las técnicas garantistas del derecho penal para la 

construcción de los principios que rigen el derecho administrativo sancionador. Lo 

anterior, deriva de la similitud que existe entre las sanciones administrativas y las 

penales, debido a que ambas regulan la prohibición de una conducta. Por ende, 

ambas ramas del derecho son manifestaciones innegables de la potestad punitiva 

del Estado.19 

 

40. En este contexto, tenemos que, el principio de tipicidad, junto con el de reserva 

de ley, integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones. 

 
19 Datos de localización: Tesis: P./J. 99/2006. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época, 
Tomo XXIV, agosto de 2006, página 1565. Registro digital: 174488. De rubro: “DERECHO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR. PARA LA CONSTRUCCIÓN DE SUS PROPIOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES ES VÁLIDO 
ACUDIR DE MANERA PRUDENTE A LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL DERECHO PENAL, EN TANTO AMBOS SON 
MANIFESTACIONES DE LA POTESTAD PUNITIVA DEL ESTADO”. 
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El primero se manifiesta como una exigencia de 

establecer previamente una normativa clara que precise 

las conductas ilícitas y señale las sanciones 

correspondientes. De manera que, la descripción 

legislativa de las conductas ilícitas debe ser 

suficientemente comprensibles para que la persona 

juzgadora pueda conocer su alcance y significado al 

realizar el proceso mental de adecuación típica, sin 

necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y 

que lo llevarían al extremo de crear leyes para suplir las imprecisiones de la norma.20 

 

41. Por su parte, el principio de reserva de ley se traduce en que determinadas 

cuestiones deben estar respaldadas por la ley o que ésta es el instrumento idóneo 

para regular su funcionamiento. 

 

42. Ambos principios están relacionados, pues derivan del principio de legalidad, sin 

embargo, en el derecho administrativo sancionador su conjunto debe entenderse 

como la exigencia de que la conducta y la sanción estén contenidas en una norma 

predeterminada. En efecto, en esta rama del derecho el principio de tipicidad debe 

describir las conductas y sanciones de una forma entendible, mientras que, el 

principio de reserva de ley establece la exigencia de que la conducta ––como 

condición de la sanción–– esté contenida en una norma predeterminada, sin que 

importe la fuente jurídica de la que proviene la obligación. 

 

43. En efecto, en el derecho administrativo sancionador, sólo en casos 

excepcionales puede aplicarse el principio de reserva de ley, en virtud de que en el 

ámbito administrativo no puede considerarse que las conductas o tipos que 

constituyen la infracción y la sanción aplicable, deban en todos los casos estar 

definidas en la ley, pues estimarlo así implicaría desconocer la naturaleza de la 

facultad reglamentaria que permea en esa rama del derecho, a través de la cual el 

titular del Poder Ejecutivo puede precisar, perfeccionar o complementar diversos 

aspectos de una ley.  

 

44. Lo establecido en el cuarto párrafo del artículo 21 de la CPEUM21 corrobora tal 

afirmación, al prever que corresponde a la autoridad administrativa la aplicación de 

sanciones por infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, lo que 

pone de manifiesto que en la esfera administrativa las infracciones y sanciones 

procedentes pueden regularse válidamente en los reglamentos o disposiciones 

generales que expida el Ejecutivo Federal o Local, habida cuenta que por la gran 

extensión de esa materia, difícilmente el legislador podría prever todas las 

eventualidades que requieren ser sancionadas. 

 

 
20 Datos de localización: Tesis: P./J. 100/2006. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época, 
Tomo XXIV, agosto de 2006, página 1667. Registro digital: 174326. De rubro: “TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, 
NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES 
ADMINISTRATIVAS”. 
21 Artículo 21. 
… 
Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las infracciones de los reglamentos gubernativos y de 
policía, las que únicamente consistirán en multa, arresto hasta por treinta y seis horas o en trabajo a favor de la comunidad; 
pero si el infractor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se permutará esta por el arresto correspondiente, que no 
excederá en ningún caso de treinta y seis horas. 
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45. Por otra parte, la recurrente combatió los artículos 41 de la LTOSF22 y 124 de la 

DMRCONDUSEF23 como un sistema normativo, por lo tanto, se procede al análisis 

de su contenido.  

 

46. El artículo 41 de la LTOSF establece la facultad de la CONDUSEF para 

sancionar con multa a las entidades financieras que infrinjan las disposiciones de 

carácter general que la propia comisión expida. Por ende, se trata de una norma 

que establece una sanción y remite a las disposiciones generales para conocer las 

conductas que deben cumplirse. 

 

47. Por su parte, las DMRCONDUSEF se constituyen como una disposición de 

carácter general expedida por la propia Comisión en términos de lo dispuesto en los 

artículos 5 y 26, fracción VIII, de la LPDUSF.24 Estos numerales constituyen la 

norma emanada de la legislatura que compone la fuente de donde derivan las 

atribuciones de la CONDUSEF para regular los aspectos técnicos u operativos 

relativos a las instituciones financieras, con el objetivo de procurar la protección de 

los intereses de los usuarios de servicios financieros, en el caso, respecto de los 

registros ante la CONDUSEF, en cuyo numeral 124 se establece la obligación a 

cargo de las entidades financieras de rendir, a través del REDECO, un informe 

mensual de quejas relacionadas con la gestión de despachos de cobranza, sin 

hacer distinción alguna en el sentido de que las entidades citadas cuenten o no con 

este tipo de despachos. 

 

48. Del mismo modo, se advierte que en el referido artículo 124 pertenece al título 

noveno denominado “Del registro de despachos de cobranza”. En el primer capítulo 

denominado “De las obligaciones” se encuentra el artículo 11825 en el que se 

establece que las entidades financieras tienen el deber de registrar en el REDECO 

la información de los despachos de cobranza que contraten o, en su caso, señalar 

que no cuentan con este tipo de despachos. Por otra parte, en el diverso artículo 

131,26 que se encuentra en el capítulo II nombrado “De las actualizaciones”, se 

establece que las entidades financieras que no cuenten con despachos de cobranza 

deberán informarlo a través del REDECO dentro del plazo de cinco días hábiles del 

mes siguiente. Asimismo, se prevé que, en ese caso, deberán obtener su alta, 

 
22 Artículo 41. La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros sancionará con 
multa de doscientos a dos mil días de salario, a las Entidades Financieras que infrinjan cualquier disposición de esta Ley cuya 
conducta no competa sancionar a otra de las Autoridades y que no correspondan a las conductas infractoras de los artículos 
42 y 43, así como cuando infrinjan las disposiciones de carácter general que la propia Comisión expida en términos de esta 
Ley. 
23 Artículo 124.- Las Entidades Financieras deben rendir a la Comisión Nacional mensualmente a través del REDECO, 
durante los primeros 5 (cinco) días hábiles del mes siguiente al mes que se reporta, un Informe de las Quejas que conozcan, 
capten, reciban y/o atiendan directamente o por cualquier Medio de Recepción o canal, relacionadas con la gestión de los 
Despachos de Cobranza, que contenga lo siguiente: 
(…) 
24 Artículo 5o. La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros tendrá como 
finalidad promover, asesorar, proteger y defender los derechos e intereses de los Usuarios frente a las Instituciones 
Financieras, arbitrar sus diferencias de manera imparcial y proveer a la equidad en las relaciones entre éstos, así como 
supervisar y regular de conformidad con lo previsto en las leyes relativas al sistema financiero, a las Instituciones Financieras, 
a fin de procurar la protección de los intereses de los Usuarios. (…). 
 
Artículo 26. Corresponde al Presidente de la Comisión Nacional: (…) 
VIII. Solicitar la aprobación de la Junta para todas las disposiciones de carácter general que crea pertinentes; (…). 
25 Artículo 118 - Las Entidades Financieras registradas en el SIPRES, deberán registrar en el REDECO la información de los 
Despachos de Cobranza contratados por éstas, o en su caso, señalar que no cuentan con éstos. 
26 Artículo 131- Las Entidades Financieras que no cuenten con Despachos de Cobranza deberán ingresar al REDECO para 
informar dicha situación. En tal caso, deberán obtener su alta y se sujetarán a la presente Disposición. En el caso de que la 
información de los Despachos de Cobranza se mantenga sin cambios, se deberá llevar a cabo la validación correspondiente 
dentro de los 5 (cinco) días hábiles del mes siguiente, en términos del artículo 130 de la presente Disposición. En caso de no 
haberse llevado a cabo el registro y/o la actualización de los Despachos de Cobranza y/o la atención de Quejas, así como la 
presentación del informe mensual de quejas, dentro de los plazos establecidos en el presente Título, las Entidades Financieras 
podrán llevarlos a cabo extemporáneamente, lo cual no eximirá en su caso de las Sanciones que la CONDUSEF imponga 
por dicho incumplimiento. 
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además de que deberán llevar a cabo la validación 

correspondiente dentro de los cinco días hábiles del 

mes siguiente.  

 

49. En consecuencia, atento al contenido de los 

artículos previamente señalados, este Tribunal Pleno de 

la SCJN llega a la conclusión de que en su conjunto 

constituyen un sistema normativo, toda vez que 

establecen un conglomerado de reglas coherentes entre sí que rigen, por una parte, 

obligaciones de las entidades financieras relativas a lo que deben informar mediante 

el REDECO y, por otra parte, la sanción que implicaría su incumplimiento. 

 

50. En estas condiciones, de la interpretación sistemática de lo dispuesto en los 

artículos 41 de la LTOSF, así como 118, 124 y 134 de la DMRCONDUSEF, se 

concluye lo siguiente: 

 

• Las entidades financieras tienen la obligación de registrar en el REDECO la 

información relativa a los despachos de cobranza, en caso de que los 

contraten y, en caso contrario, informarán que no cuentan con éstos. 

• Las entidades financieras que hallan informado que no cuentan con 

despachos de cobranza y que dicha situación se mantenga sin cambios al 

mes siguiente, deberán llevar a cabo la validación correspondiente dentro de 

los cinco días hábiles del mes siguiente al que se reporta. 

• La obligación de rendir el informe de quejas relacionadas con la gestión de 

despachos de cobranza es exigible para las entidades financieras que 

cuenten con estos despachos. 

• El incumplimiento a cualquiera de las obligaciones señaladas, faculta a la 

CONDUSEF para imponer la multa establecida en el artículo 41 de la LTOSF. 

 

51. En consecuencia, esta SCJN concluye que el sistema normativo analizado 

respeta el principio de tipicidad, toda vez que establece con claridad que la 

obligación de rendir un informe de quejas relacionadas con la gestión de los 

despachos de cobranza es exigible para las entidades financieras que cuenten con 

este tipo de despachos. Asimismo, se establece que aquéllas que no cuenten con 

éstos deberán informarlo así, además, si dicha situación se mantiene sin cambios, 

deberán llevar a cabo la validación correspondiente. En ambos casos, ante el 

incumplimiento de su obligación, la CONDUSEF impondrá la multa correspondiente. 

 

52. En ese mismo sentido, se llega a la convicción de que dicho sistema normativo 

respeta el principio de reserva de ley, pues existe una cláusula habilitante en favor 

de la CONDUSEF, establecida en la LPDUSF que le permite, de conformidad con 

lo previsto en las leyes relativas, emitir reglas o disposiciones para la procurar la 

protección de los intereses de los usuarios de servicios financieros. 

 

53. Lo anterior, en el entendimiento de que, en materia de derecho administrativo 

sancionador, el principio de reserva de ley debe observarse con sus matices y 

limitantes, en atención a que no puede considerarse que las conductas o tipos que 

constituyen la infracción y la sanción aplicable deban en todos los casos estar 

definidas en la ley, pues esto implicaría desconocer la naturaleza de la facultad 

reglamentaria que permea en esa rama del derecho, a través de la cual el titular del 
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Poder Ejecutivo puede precisar, perfeccionar o complementar diversos aspectos de 

una ley. 

 

II. Sistema normativo compuesto por los artículos 24 a 31 de la LTOSF y el 

numeral 180 de la DMRCONDUSEF, en relación con el principio de 

seguridad jurídica. 

 

54. El agravio de la parte quejosa y recurrente relativo a que el juzgado de distrito 

omitió realizar un control difuso de los artículos 24 a 31 de la LTOSF y 180 de la 

DMRCONDUSEF hecho valer en la demanda de amparo encuentra razón, no 

obstante, resulta infundado por las razones que se exponen a continuación. 

 

55. El tercer concepto de violación expuesto en la demanda de amparo planteó que 

los artículos 24 a 31 de la LTOSF y el diverso artículo 180 de las DMRCONDUSEF, 

vulneran los principios de legalidad y de seguridad jurídica, pues omiten prever la 

temporalidad para el ejercicio de facultades sancionatorias de la autoridad y el plazo 

para emitir la resolución correspondiente que culmine el procedimiento 

administrativo sancionador, por lo que solicitó un control difuso. 

 

56. Por su parte, el juzgado de distrito, al emitir la sentencia reclamada, únicamente 

realizó el estudio de constitucionalidad expuesto en el apartado anterior, en términos 

del cual concedió el amparo al estudiar los planteamientos de legalidad planteados 

en contra de las multas reclamadas, por lo que consideró innecesario el estudio del 

resto de los conceptos de violación. 

 

57. Ahora bien, a efecto de analizar la constitucionalidad del sistema normativo 

reclamado, resulta conveniente exponer que esta SCJN ha definido que el derecho 

a la seguridad jurídica y el principio de legalidad, previstos en los artículos 14 y 16 

de la CPEUM, son la base sobre la cual descansa el sistema jurídico mexicano y se 

manifiestan como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de 

las consecuencias correspondientes, que deben poder preverse con suficiente 

grado de seguridad. 

 

58. El derecho a la seguridad jurídica establece un margen de acción para la 

población y la certidumbre dispone que la actuación de la autoridad tendrá límites, 

es decir, brindan certeza a las personas gobernadas para saber qué conductas son 

jurídicamente debidas. Además, la ley debe prever la forma en que puede hacerse 

valer el derecho, así como las facultades y obligaciones que le corresponden a las 

autoridades. Sin embargo, no puede interpretarse en el sentido de que la ley ha de 

señalar de manera pormenorizada un procedimiento para regular cada una de las 

relaciones que se establezcan entre las autoridades y los particulares, sino que 

debe contener los elementos mínimos para que el gobernado pueda hacer valer sus 

derechos y para que las autoridades no incurran en arbitrariedad.27 

 

59. La extinta Segunda Sala puntualizó que el principio de seguridad jurídica radica 

esencialmente en que el gobernado, por una parte, no se encuentre en estado de 

indefensión derivado de incertidumbre jurídica y, por otra parte, que tenga la 

 
27 Datos de localización: Tesis: 2a./J. 144/2006. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época, 
Tomo XXIV, octubre de 2006, página 351. Registro digital: 174094. De rubro: “GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA. SUS 
ALCANCES”. 
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posibilidad de saber a qué atenerse respecto de la 

regulación normativa prevista en la ley y en relación con 

la actuación de las autoridades.28 

 

60. Ahora bien, la parte quejosa cuestionó el sistema 

normativo que rige el procedimiento administrativo 

sancionador previsto en los artículos 24 a 31 de la 

LTOSF,29 en relación con el diverso artículo 180 de las 

DMRCONDUSEF,30 bajo la premisa de que omiten 

prever la temporalidad para el ejercicio de facultades sancionatorias de la autoridad 

y el plazo para emitir la resolución correspondiente que culmine dicho 

procedimiento. 

 

61. Cómo se señaló previamente, en su momento la extinta Primera Sala emitió la 

tesis aislada 1a. LIII/2021 (10a.) de rubro: “TRANSPARENCIA Y ORDENAMIENTO 

DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS. LOS ARTÍCULOS 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30 

Y 31 DE LA LEY RELATIVA, AL NO PREVER UN PLAZO PARA QUE LA 

COMISIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS 

USUSARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS (CONDUSEF) DICTE 

 
28 Datos de localización: Tesis: 2a./J. 103/2018 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima 
Época, Libro 59, octubre de 2018, Tomo I, página 847. Registro digital: 2018050. De rubro: “CONFIANZA LEGÍTIMA. 
CONSTITUYE UNA MANIFESTACIÓN DEL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA, EN SU FACETA DE INTERDICCIÓN 
DE LA ARBITRARIEDAD”. 
 

29 Artículo 24.- La facultad de las autoridades para imponer sanciones de carácter administrativo establecidas en esta Ley, 
caducará en un plazo de cinco años, contado a partir del día hábil siguiente al en que se realizó la conducta o se actualizó el 
supuesto de infracción. 
 

El plazo señalado se interrumpirá cuando las autoridades otorguen el derecho de audiencia al probable infractor, en 
términos de lo previsto en los artículos 28 y 29 de la presente Ley. 
 

Artículo 25.- El procedimiento administrativo será autónomo de la reparación de los daños y perjuicios que, en su caso, 
demanden las personas afectadas por los actos de que se trate. 
 

Artículo 26.- Todas las actuaciones deberán practicarse en días y horas hábiles. Serán días hábiles todos los días del año, 
salvo los sábados y domingos y los que determine la Comisión Nacional Bancaria y de Valores mediante las disposiciones 
de carácter general que señalan los días del año en que las entidades financieras sujetas a la supervisión de la Comisión 
deberán suspender operaciones, publicadas en el Diario Oficial de la Federación para cada ejercicio social. Serán horas 
hábiles las comprendidas entre las nueve y las dieciocho horas. 
 

Artículo 27.- Las notificaciones se regirán por los artículos 134, 135, 136, 137, 139 y 140 del Código Fiscal de la 
Federación. 
 

Artículo 28.- Las Autoridades previo a la imposición de las sanciones que les corresponda aplicar conforme a esta Ley, 
notificarán por escrito al presunto infractor los hechos que se le imputan y las disposiciones que se consideren 
probablemente infringidas. 
 

Artículo 29.- En la notificación a que se refiere el artículo inmediato anterior, las Autoridades deberán otorgar el derecho de 
audiencia al presunto infractor, a fin de que en un plazo de diez días hábiles bancarios, contado a partir del día hábil 
siguiente a aquél en que surta efectos la notificación correspondiente, manifieste lo que a su interés convenga y ofrezca 
pruebas por escrito. 
 

Las Autoridades, a petición de parte, podrán ampliar por una sola ocasión el plazo mencionado, hasta por el mismo lapso, 
atendiendo a las circunstancias particulares del caso. 
 

Artículo 30.- En el procedimiento administrativo sancionador se admitirán toda clase de pruebas, excepto la testimonial y la 
de confesión de las Autoridades o de sus servidores públicos, mediante absolución de posiciones. No se considerará 
comprendida en esta prohibición la petición de informes a las Autoridades, respecto de hechos que consten en sus 
expedientes o de documentos agregados a ellos. 
 

Las pruebas supervenientes podrán presentarse, siempre que no se haya cerrado la instrucción. 
 

El ofrecimiento, admisión, preparación, desahogo y valoración de las pruebas se hará conforme a lo establecido en el 
Código Federal de Procedimientos Civiles. 
 

Artículo 31.- Concluido el desahogo de pruebas, se otorgará al presunto infractor un plazo de cinco días hábiles bancarios, 
contado a partir del día hábil bancario siguiente al de la notificación correspondiente, para que formule alegatos por escrito. 
Al vencer el citado plazo se tendrá por cerrada la instrucción. 
30 Artículo 180.- La facultad de la CONDUSEF para imponer sanciones por incumplimientos a la presente Disposición 
caducará en un plazo de 5 (cinco) años, contados a partir del día siguiente a aquél en que se actualizó el incumplimiento.  
 

Para poder imponer la sanción que corresponda, la CONDUSEF deberá otorgar garantía de audiencia a la Institución 
Financiera presuntamente infractora, para que manifieste lo que a su derecho convenga y, en su caso, aporte las pruebas 
que considere convenientes, dentro del plazo que fije la propia Comisión Nacional y que no podrá ser inferior a 5 (cinco) días 
hábiles.  
 

La Comisión Nacional contará con un plazo de 180 (ciento ochenta) días naturales, contados a partir del vencimiento del plazo 
otorgado para la garantía de audiencia a que se refiere el párrafo anterior, para emitir y notificar la resolución correspondiente. 
En el supuesto de imponerse una o más sanciones, se deberán considerar las condiciones económicas de la Institución 
Financiera, la gravedad del incumplimiento, así como la reincidencia. 
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RESOLUCIÓN EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, 

VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA”. En el presente asunto se 

cuestionan los mismos artículos de la LTOSF, sin embargo, en esta ocasión el 

estudio se plantea en relación con lo dispuesto en el numeral 180 de la 

DMRCONDUSEF, razón por la cual, atento a su contenido, resulta necesario 

emprender un estudio particularizado del caso. 

 

62. Al efecto, resulta indispensable retomar las consideraciones que fueron 

expuestas en el amparo en revisión 490/202031 que dio origen al criterio señalado. 

En principio, en dicha ejecutoria se retomó lo determinado por la propia extinta 

Primera Sala, al resolver los amparos directos en revisión 5590/201832 y 

5349/2018,33 en los que se resolvieron problemáticas similares, no obstante que 

solo se analizó el artículo 24 de la LTOSF. Dichos asuntos concluyeron que, si bien 

este artículo prevé el lapso de cinco años para que se extingan las facultades 

sancionadoras de la CONDUSEF, lo cierto es que este plazo se interrumpe con el 

inicio del procedimiento administrativo relativo, por ende, el hecho de que a partir 

de ese momento quede en manos de la autoridad definir cuándo dictar la resolución 

correspondiente vulnera el principio de seguridad jurídica. 

 

63. Después, se refirió que la extinta Segunda Sala, al resolver el amparo directo 

en revisión 85/2019,34 aplicó por analogía lo determinado por el Pleno de la SCJN 

en la contradicción de tesis 169/201835 cuya jurisprudencia36 determinó que la 

omisión del artículo 478 de la Ley de Instituciones de Seguros y Fianzas vulnera el 

principio de seguridad jurídica, toda vez que omite prever el plazo para que la 

Comisión Nacional de Seguros y Fianzas dicte resolución una vez iniciado el 

procedimiento de infracción. Por lo que, de igual forma concluyó que el artículo 24 

de la LTOSF vulnera el principio citado. 

 

64. Posteriormente, trajo a colación diversos asuntos resueltos por las extintas 

Primera y Segunda Salas en lo que resolvieron problemáticas similares para 

concluir que existe una amplia doctrina de la SCJN sobre la imperiosa necesidad de 

que los ordenamientos legales que regulan procedimientos administrativos 

sancionadores prevean de manera clara y precisa, un límite temporal para que la 

autoridad competente, emita y notifique la resolución respectiva, ya que, de otra 

 
31 Resuelto el veintiocho de abril de dos mil veintiuno, por unanimidad de cinco votos de las Ministras norma Lucía Piña 
Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
(ponente) y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.  
32 Resuelto el tres de mayo de dos mil diecinueve por mayoría de cuatro votos de la Señora Ministra Norma Lucia Piña 
Hernández y los Señores Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo (ponente) quien se reservó su derecho a formular voto 
aclaratorio, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Juan Luis González Alcántara Carrancá. En contra del emitido por el 
Señor Ministro Luis Maria Aguilar Morales.  
33 Resuelto el tres de mayo de dos mil diecinueve por mayoría de cuatro votos de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández y 
los Ministros: Jorge Mario Pardo Rebolledo quien se reservó su derecho a formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena (Ponente) y Presidente Juan Luis González Alcántara Carrancá en contra del emitido por el Ministro Luis María Aguilar 
Morales. 
34 Resuelto el tres de junio de dos mil veinte por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa (ponente) y Presidente Javier 
Laynez Potisek.  Los señores Ministros José Fernando Franco González Salas y Yasmín Esquivel Mossa (ponente), emitieron 
su voto con reservas. El señor Ministro Luis María Aguilar Morales, emitió voto concurrente.  
35 Resuelta el veintinueve de octubre de dos mil diecinueve por mayoría de siete votos de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo por consideraciones distintas, Piña Hernández 
por consideraciones distintas, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VII, relativo al 
criterio que debe prevalecer. Los señores Ministros Franco González Salas y Pérez Dayán votaron en contra. El señor Ministro 
Pardo Rebolledo anunció voto concurrente. Los señores Ministros Piña Hernández y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea 
reservaron su derecho de formular sendos votos concurrentes. 
36 Datos de localización: Tesis: P./J. 2/2020 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época, 
Libro 79, octubre de 2020, Tomo I, página 11. Registro digital: 2022199. De rubro: “INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE 
FIANZAS. EL ARTÍCULO 478 DE LA LEY QUE LAS REGULA, AL NO PREVER UN PLAZO PARA QUE LA COMISIÓN 
NACIONAL DE SEGUROS Y FIANZAS DICTE RESOLUCIÓN UNA VEZ INICIADO EL PROCEDIMIENTO DE 
INFRACCIÓN, VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA”. 
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forma, se impide que la persona afectada tenga certeza 

de su situación jurídica y posibilita la arbitrariedad y la 

prolongación indefinida del procedimiento, en perjuicio 

del principio de seguridad jurídica. 

 

65. Subsecuentemente, refirió que los artículos 24 a 31 

de la LTOSF ––normas combatidas––, así como las 

disposiciones generales relacionadas disponen el inicio 

y la instrucción del procedimiento administrativo sancionador, por lo que constituyen 

un sistema normativo debido a la íntima relación que guardan entre sí.  

 

66. Finalmente, concluyó que el sistema normativo impugnado resultaba 

inconstitucional por no prever el plazo máximo con que cuenta la autoridad 

administrativa para emitir resolución. No obstante, se debe destacar que el análisis 

realizado en dicha ejecutoria versó única y exclusivamente en los artículos citados 

de la LTOSF, sin observar el contenido de ninguna disposición general aplicable a 

algún supuesto en concreto.  

 

67. Por lo anterior, resulta procedente analizar si el artículo 180 de las Disposiciones 

en materia de Registros ante la CONDUSEF, en relación con los artículos 24 a 31 

de la LTOSF, como sistema normativo aquí reclamado, permite determinar un plazo 

claro y preciso para el dictado de la resolución correspondiente. 

 

68. En principio, esta SCJN advierte que los artículos 24 a 31 de la LTOSF están 

contenidos en el capítulo V, denominado “Del procedimiento administrativo 

sancionador. Del mismo modo, abarcan las secciones I “De las disposiciones 

generales”, II “Del inicio del procedimiento” y III “De la instrucción del 

procedimiento”.  

 

69. Por su parte, el artículo 180 de las Disposiciones en materia de Registros ante 

la CONDUSEF, se encuentra inmerso en el Título Décimo Cuarto nombrado 

“Disposiciones finales”, Capítulo II “De las sanciones” y en él se establece que la 

CONDUSEF deberá otorgar garantía de audiencia a la Institución Financiera 

presuntamente infractora para que manifieste lo que a su derecho convenga y, en 

su caso, aporte las pruebas que considere convenientes, dentro del plazo que fije 

la referida Comisión y que no podrá ser inferior a cinco días hábiles. Asimismo, se 

prevé que la CONDUSEF contará con un plazo de ciento ochenta días 

naturales, contados a partir del vencimiento del plazo otorgado para la garantía de 

audiencia, para emitir y notificar la resolución correspondiente. 

 

70. En consecuencia, este Tribunal Pleno de la SCJN concluye que el sistema 

normativo analizado respeta el principio de seguridad jurídica, toda vez que en el 

artículo 180 de las DMRCONDUSEF expresamente se establece que la comisión 

en comento deberá emitir y notificar su resolución dentro del plazo de ciento ochenta 

días contados a partir del vencimiento del término otorgado para la garantía de 

audiencia. En consecuencia, el sistema normativo que dicha disposición 

administrativa integra en relación con los artículos 24 a 31 de la LTOSF, resulta 

constitucional. 
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71. De ahí lo infundado del concepto de violación hecho valer por la quejosa, pues, 

por lo que hace a la facultad de la CONDUSEF para imponer sanciones por 

incumplimientos a las DMRCONDUSEF, las entidades financieras tienen certeza y 

seguridad jurídica respecto del plazo en que la referida Comisión se encuentra 

obligada a emitir y notificar la resolución administrativa correspondiente. 

 

72. Se destaca que, el presente criterio resulta aplicable únicamente por cuanto 

hace a las facultades sancionadoras de la CONDUSEF por incumplimientos a las 

DMRCONDUSEF. 

 
VII. REVISIÓN ADHESIVA  

 

73. El Pleno de la SCJN estima que debe declararse sin materia la revisión 

adhesiva, en tanto los argumentos de la parte quejosa y recurrente principal fueron 

determinados como infundados. Por ende, desapareció la condición a la que 

estaba sujeto el interés jurídico de la recurrente adherente para interponer la 

adhesión.37 

 
VIII. RESERVA DE LA JURISDICCIÓN 

 

74. Finalmente, en atención a que la materia de constitucionalidad por la que esta 

SCJN reasumió competencia ha quedado resuelta, se reserva jurisdicción al tribunal 

colegiado, que previno en la revisión, para que resuelva los agravios subsistentes 

que se encuentran relacionados con planteamientos de legalidad. 38 

 

IX. DECISIÓN 

 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 

 

PRIMERO. En la materia de la revisión, se modifica la sentencia recurrida. 

 

SEGUNDO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a la parte quejosa contra 

del sistema normativo compuesto por el artículo 41 de la Ley de Transparencia y 

Ordenamiento de los Servicios Financieros y los numerales 118, 124 y 131 de la 

Disposición en Materia de Registros ante la Comisión Nacional para la Protección 

y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, así como del diverso sistema 

normativo integrado por los artículos 24 a 31 de la Ley de Transparencia y 

Ordenamiento de los Servicios Financieros y el numeral 180 de la Disposición en 

Materia de Registros ante la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de 

los Usuarios de Servicios Financieros. 

 

TERCERO. Se declara sin materia la revisión adhesiva. 

 

CUARTO. Se reserva jurisdicción al Primer Tribunal Colegiado en Materia 

 
37 Datos de localización: Tesis: 1a./J. 71/2006. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. 
Tomo XXIV, octubre de 2006, página 266. Registro digital: 174011.De rubro “REVISIÓN ADHESIVA. DEBE DECLARARSE 
SIN MATERIA AL DESAPARECER LA CONDICIÓN A LA QUE SE SUJETA EL INTERÉS DEL ADHERENTE.” 
38 Datos de localización: Tesis: 1a./J. 12/2013 (10a.). Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Décima 
Época, Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 1, página 320. Registro digital: 2002910. De rubro: “REVISIÓN EN AMPARO 
INDIRECTO. CUANDO QUEDEN PENDIENTES CUESTIONES DE LEGALIDAD CUYO ESTUDIO, POR RAZÓN DE 
MÉTODO, SEA ULTERIOR AL PROPIAMENTE CONSTITUCIONAL Y DE LA COMPETENCIA EXCLUSIVA DE LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, EL RECURSO DEBERÁ DEVOLVERSE AL ÓRGANO QUE PREVINO 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 92 DE LA LEY DE AMPARO)”. 
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Administrativa del Primer Circuito, para los efectos 

precisados en esta resolución.  

 

Notifíquese; con testimonio de esta resolución, 

devuélvanse los autos al tribunal colegiado de origen y, 

en su oportunidad, archívese el expediente como 

asunto concluido 


